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¿Admite la Ley prueba de convencimiento sobre
aquellos hechos, sin los cuales lès delitos no serian
lo que son, es decir, de la especie de su nombre?
La autoridad de la razon (}S la primera de las
.
autoridades, en todas aquellas cuestiones en que
le es dado ejercerla.
Con la autoridad de la razon , que
nos conduce al conocimiento de lo
justo y de lo injusto, de lo bueno y de
lo malo, demostramos que la Ley no
admite prueba de convencimiento so­
bre aquellos hechos sin los cuales los
delitos no serian lo que son, es decir,
de la especie de su nombre. y decimos
con la autoridad de la razon, porque Ia
Leyes la razón legal, y esa razon le­
gal no permite otra inteligencia ni
interpretacion, porque al fin, al tér­
mino de una inteligencia y aplicación
contrarías, veríamos el absurdo, encon­
trando tras de lo absurdo la injusticia,
con su horrible y asquerosa deformi­
dad.
Nuestros lectores recordarán que
para llenar nuestro propósito hicimos
la necesaria é indispensable distinción
entre la prueba del acto punible 6
cuerpo de delito, y la prueba de la
participacion que hubieren tenido en
su ejecucion los conside-rados como
responsables de ella: recordarán que
la prueba del acto punible 6 cuerpo
del delito sostuvimos,' 'y con nosotros
la razon común y la razon legal, de­
bia ser plena, acabada, concluyente;
de esas pruebas que no dejan duda
ninguna de la verdad, pues para pe­
nar, para castigar, era forzosa la rea­
lizacion de un acto vedado 6 penado
por la ley, no presumido, no sospecha­
do, sino real, evidentemente cierto y
exacto: recordarán que, resultando esa
ej ecucion cierta y exacta, para cas­
tigar á los responsables de ella admi­
timos, porque la razon lo admite y la
ley lo sanciona, la prueba de eonven­
cimiento , 6 lo que es lo mismo, una
prueba menos perfecta, menos acaba­
da, menos concluyente; una prueba
en que pueden tener cabida otros
datos, otros antecedentes que, segun
su índole y naturaleza, no escluyen
absolutamente el error y la equivo­
cacion: recordarán, que para las cir­
cunstancias cualíflcativas 6 constituti­
vas de los delitos. para esas circuns­
tancias que les dan �tra naturaleza y
otro carácter, sacándolos de su posicion
gerárquica y elevándolos á otra ma­
yor en gravedad y penalidad, recla­
mamos la prueba plena, concluyente,
acabada, exigida respecto á la exis­
tencia del acto punible. Al discurrir
así éramos consecuentes]y severamen..
te lógicos con el principio establecido,
acogido por la ley, y pot todos los Tri-
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bunales y jurisconsultos sancionado:
y decimos que éramos l6gicos y nece­
sariamente consecuentes, puesto que
si así no fuese se caeria indeclinable­
mente en lo absurdo y en lo injusto,
escollos insondables que en la admi­
nistracion de justicia deben á toda
costa evitarse: un solo ejemplo prác­
tico. de esos que están al alcance de
iodas las inteligencias, pondrá de ma­
nifiesto esta verdad.
¿Qué se entiende por homicidio sim­
ple? Por homicidio simple se entiende
el que se ejecuta, no en la persona
del padre delmatador, ni de la madre,
ni del hijo, sean legítimos, ilegítimos
6 adoptivos, ni en la de sus deseen­
dientes 6 ascendientes, ni en la de su
# c6nyuge, ni con alevosía, ni por pre­
cio ó por promesa remuneratoria, ni
por medio de inundacion, incendio 6
veneno, ni con premeditacion cono­
cida, ni con ensañamiento, aumen­
tando inhumana y deliberadamente el
dolor del ofendido; de suerte que
cuando no concurre ninguna de estas
circunstancias, el homicidio se califica
de simple. ¿ Cuál es la pena marcada
en la ley á estai clase de homicidios? La
pena marcada es la de reclusion tem­
poral, núm. 2.0, artículo 333 del C6-
digo penal, ¿Qué se necesita para la
imposicion ele esta pena en cualquiera
de los tres grados que comprende? Es
necesario, de toda necesidad que cons­
te, con esa justificacion que aleja toda
sospecha, toda presuncion contraría,
la existencia del cuerpo del delito, es
decir, el cadáver de la persona, y que
la muerte ha ocurrido con violencia.
¿Qué es homicidio cualificado? El
homicidio cualificado es aquel que ha
tenido lugar con cualquiera de las cir­
cunstancias de que dejamos hecho mé­
rito anteriormente. ¿Qué penalidad le
marca ellegislador? Si el matador es
parricída, con premedítacíon conocida
6 con ensañamiento. aumentando de­
liberadamente el dolor del ofendido,
la de muerte: si no se cometiera eon
ninguna de estas circunstancias, la de
cadena perpétua á muerte; art. 332.
¿Cómo se castiga el homicidio en que,
no mereciendo el dictado de parricide
el matador, se comete con alevosía,.
por medio de inundacion, incendio 6
veneno, con premeditacion conoci­
da, etc.? Se castiga también con la
pena de cadena perpétua 6 muerte.
Tenemos, pueg, que el simple homi­
cidio es penado con la reel usion tem­
poral, y el homicidio cualificado, en
unas ocasiones con la pena de muerte,
y en otras con la de cadena perpétua
á muerte.
Motivo de la diferencia. Que en el
homicidio simple n o concurran las cir ..
cunstancias que en el homicidio oua ....
lificac1o: luego esas circunstancias son
las que agravan el delito, las que le
hacen perder su carácter natural, las
que elevan su penalidad: luego esas
circunstancias modifican esencialmen­
te la naturaleza del acto punible, le
dan otro sér , otra significacion, otra
importancia, otra apreciacion transfer­
mándolo, ellas y solo ellas, en homici­
dio cualificado que se pena con la
muerte 6 con la cadena perpétua á
muerte, cuando el homicidio simple se
castiga con la cadena temporal.
Ahora bien: ¿no seria absurdo, no­
toriamente absurdo, y á la par emí....





nar á un procesado á reclusion tempo­
ral se necesitasen mayores pruebas de
certeza, mayores pruebas de evidencia
que para condenarlo á cadena perpé­
tua 6 para hacerle subir las gradas del
cadalso? Puesbien; ese absurdo, esa
notoria injusticia se cometeria, si res­
pecto á las circunstancias cualificati­
vas del delito se admitiese el conven­
cimiento, puesto que tales circunstan­
cias son parte conjunta con el acto pu­
nible, parte intrínseca del mismo, que
le dan otra naturaleza, otra gravedad
y otra penalidad mayor.
Los que creen bastante la prueba de
convencimiento respecto de esas cir­
cunstancias cualificativas , quieren el
absurdo, quieren la injusticia; absur­
do é injusticia que rechazan la razón
comun, la razon legal y la jurispru­
dencia de los Tribunales, que nos atre­
veremos á calificar de constante y uni­
forme desde que los cuerpos roas com­
potentes de la nacion en la materia
emitieron su dictámen sobre el asunto
al Gobierno, en virtud de la oportuna
Real órden que con este objeto se les
comunicara: nos referimos á los dictá-,
menes del Consejo Real en seccion de
Gracia y Justicia, su fecha 16 de N0-
viembre de 1852, al del Fiscal del Tri­
bunal Supremo de 30 de Mayo de 1854
y á la consulta del referido Tribunal,
evacuada al Gobierno despues de dete­
nido y maduro exámen, en un todo de
acuerdo con lo opinado por su Fiscal:
documentos todos insertos en la Revis­
ta general de legislacion y jurispru­
dencía, tom. 6.°, pág. 267 vuelta y si­
guientes.
En una de las Excmas. Audiencias
del Territorio se sentencio ejecutoria-
mente causa sobre homicidio cualifi­
cado, imponiendo la pena de muerte.
El procesado confes6 el homicidio, pero
con circunstancias muy diversas de las
que constituian el acto punible con
alevosía y premeditacion. El Juez de
primera instancia y la Sala del Tribu­
nal Superior juzgaron probadas por
conviccion moral esas circunstancias,
puesto que la muerte tenia la prueba
de la Ley, que era la confesion del tra­
tado como reo; y fundados en esa eon,
viccion moral, aplicaron la última pe­
na. El criminal solicitó el indulto, y
lo obtuvo: lo solicitó invocando la fal­
ta de probanza plena respecto á esas
círcustancias cualifíoativas: y sobre la
inteligencia de la Ley en este caso se
consultó á las referidas corporaciones.
Las circunstancias cualifícativas con­
taban con pruebas de indicios vehe­
mentísimos, pero que no eran la tasa­
da de la Ley para considerarlas dentro
de sus prescripciones. La sección de
Gracia y Justicia del Consejo Real, el
Fiscal del Tribunal Supremo, y este
en pleno opinaron porque, respecto de
esas circunstancias cualificativas que
agravan el delito yelevan su penali­
dad, la recta aplícacion de la Ley exige
la probanza tasada por la misma para
dar el acto punible con esas condicio­
nes, como indudable y evidente: luego
si es absolutamente indispensable esa
prueba para considerar á un procesado
como autor de homicidio alevoso ó pre­
meditado, y aplicarle la última pena,
esa misma pruebairrecusable, al abrigo
de toda duda y cumplidamente plena,
debe reunirse respecto á la existencia
de la premeditacion y la alevosía, por­
que seria igualmente ridículo exigir
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mejores y mas perfectas condiciones
de prueba sobre la participacion en un
hecho, que sobre la verdad y realidad
de ese hecho.
Es, pues, visto, que ni la razón co­
mun, ni la Ley, ni la jurisprudencia
de los Tribunales, ni la opinion de las
corporaciones mas importantes y mas
compétentes en la materia, admiten
la prueba da convencimiento so bre
.aquellos hechos sin los cuales los de­
litos no serian lo que son, es decir de
la especie de su n ombre.
Hemos querido discutir con ] os sos­
tenedores de la doctrina contraría, que
tenemos convencimiento los hay: he­
mos querido discutir, y para ello he­
mos iniciado la cuestion, si tal nom­
bre puede dársele; lo hubiéramos hecho
con la dignidad, con la calma que
cumple á personas honradas y amantes
d e la verdad y de lo justo. La respuesta
ha sido el silencio: por eso nos reduci­
mos en este segundo y último .articulo
á las sencillas observaciones que en él
se consignan.
Felipe Gonzalez del Campo.
¿Despues de publicada la Ley de 20 de Junio último
relativa al consentimiento que necesitan los me­
nore« para contraer matrimonio.. deberán los
hijos mayores de 23 años y las hijas mayoj'es
ele 20.. que solo necesitan el conseio .. ac'reditaj'
por 'Inedia de escrituro pùblica la peticion de
dicho conseJO.. aun en el caso de ser {avo'fable al
matrimonio?
No es nuestra la duda que envuelve la
anterior pregunta. Nosotros no la hemos
tenido respecto á la contestacion negativa
que á ena debe darse, desde el momento
en que por primera vez leimos esta impor-
tante Ley. Ha tenido lugar, sin embargo,
entre dignísimas personas que han de in­
tervenir tan directamente en- su egecucion
como que son las únicas facultadas entre
nosotros para autorizar los matrimonios
bajo su doble aspecto espiritual y tempo­
ral; como sacramento y como contrato.
El Sacro Concilio de Trento cuyas sabias
disposiciones están todas admitidas en nues­
tra católica nación, dispone entre otras co­
sas en el capítulo 1;
G
de la Sess. 24 de
Reform. Matrim. que los que han de ca..
sarse se presenten para ello á su propio
Párroco, el cual co� todas las fórmulas y
solemnidades marcadas por el mismo Con­
cilio ha de autorizar el solemne acto del
matrimonio.
Si hien segun la anterior disposicion ca­
nónica, Ley en España, solo' ante los Pár­
rocos puede contraerse matrimonio, y está
por otra parte reservada esclusivamente á
la Iglesia la facultad de legislar en lo rela­
tivo á la parte mas esencial y que de sa­
cramento tiene tan importante acto, puede
no obstante el Poder temporal ó sea el
Gobierno, sin traspasar el límite de sus fa­
cultades, dictar en el matrimonio-contrato
cuantas disposiciones crea oportunas y
conducentes á conseguir el bien estar de
sus súbditos, Esto es lo que ha hecho nues­
tro Gobierno con la publicacion de la Ley
á que se refiere este articulo.
No entraremos ahora, porque no es nues­
tro propósito, en la esplicacion y comen­
tario de esta Ley, que si bien ha llenado
un vacío en nuestra legislacion y la ha he­
cho avanzar un paso en là senda del per­
feccionamiento, no la consideramos exenta
de algunas imperfecciones, cuyos efectos
muy pronto han de sentirse en el terreno
de la aplicación práctica. Cúmplenos ahora
circunscribirnos á la parte de la misma,
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relativa á la cuestion que vamos á dilucidar
y en la cual -ha de buscarse la única y
acertada solucion.
Dice su artículo 1 ¡). Los h�'os legítimos
mayores de 25 años y las hijas mayores de
20 pedirán consejo para contraer matrimo­
nio á sus padres ó abuelos por el órden fijado
en los artículos 1.0 y 2.0 Si no fuese el con­
sejo favorable no podrán casarse hasta des­
pues de transcurridos tres meses desde la
fecha en que lo pidieron. La peticion del con­
sejo se acreditará por declaracion del qzte
hubiere de prestarlo, ante Notario público
ó eclesiástico ó bien ante Juez de Paz prévio
requirimiento y en comparecencia personal.
Los hijos que contravinieren á las disposi­
ciones del presente artículo 'incurrirán en la
pena marcada en et 438 del Código Penal,
y el Párroco que autorizare tal matrimonio
en le de arresto menor.
Lo hemos transcrito íntegro, porque de
otro modo no se puede tener un completo
y perfecto conocimiento de lo que en él se
dispone. Si hubiéramos estraido solo el pár­
rafo que ha ocasionado la duda, que tra­
tamos de disipar, y 10 hubiéramos exami­
nado sin tornar en cuenta 10 que le antecede
y subsigue, que tan necesario es apreciarlo
para conseguir su verdadera inteligencia,
con gran facilidad y sin salirnos un ápice
de su letra podíamos atribuirle un sentido
(que es el que combatimos) enteramente en
contradiccion 'con el sentido que ha querido
darle el legislador y que se ve mas claro
que la luz del dia desde el momento que. se
lee en su totalidad y mucho mas si se lee
con reflexion toda la ley, que es lo que siem­
pre debe hacerse para entender debida­
mente cualquiera de sus artículos.
Un exegerado temor � la sancion penal
que en el que llevamos citado se impone á
los Párrocos que no cumplen sus disposi-
cienes, y un laudabilísimo deseo en estos
dignos funcionarios de obedecer y cumplir
con la mayor exactitud las disposiciones
emanadas del Gobierno, ha hecho que no
se crean enteramente libres de lâ pena en
él marcada, y que tengan duda acerca de
su fiel cumplimiento, si no exigen á los
hijos mayores de 25 años y á las hijas ma­
yores de 20 que pretendan casarse, la de­
claracion solemne ante Notario publico ó
eclesiástico ó ante el Juez de Paz tie haber
obtenido el consejo favorable de quien tie­
nen obligación de pedirlo. Siendo sin duda
alguna la única causa de semejante creen­
cia y conviccion, que entre las disposiciones
del mencionado artículo 1D de la Ley que
nos ocupa, se encuentre la siguiente. La
peticion del consejo se acreditará por deela­
racùm del que hubiere de prestarlo ante No­
tario público ó Eclesiástico, ó bien ante el
Juez de Paz prévio requirirniento y en com­
parecencia personal.
No hay duda que la ley hubiera podido
estar aquí algo mas esplícita á muy poca
costa: con solo añadir dos palabras á las
ultimas citadas, que si bien no estarian
enteramente de sobra, no son tampoco ne­
cesarias para que aquella se entienda con
Ia debida claridad. Pudo haberse dicho que
fuere necesaria la declaracion ante Notario
ó Juez de Paz, para acreditar la peticion
del consejo contrario al matrimonio, que es
lo que la Ley ha querido decir y ha dado
suficientemente á conocer; pues aun así no
debió temer el que la redactó que pudiera
entenderse de otro modo.
Para convencerse plenamente de que la
verdadera inteligencia del artículo que nos
ocupa de la Ley del disenso, es q.ue solo
debe acreditarse por medio de la solemne
declaracion que allí se especifica, la peti-
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cion del consejo cuando este no es favorable
á la celebracion del matrimonio.. bastará re­
flexionar, muy poco sobre dicha Ley.
El objeto principal de su formacion ha
sido restringir la omnímoda y escesiva li­
bertad de que gozaban los menores para
contraer matrimonio, y robustecer la res­
petable autoridad paterna tan injustamente
desatendida para este caso por la legisla­
cion anterior sobre esta materia. A este
fin ha establecido que la hija menor de 20
años y el hijo menor de 25 no puedan con­
traer matrimonio sin el consentimiento del
padre (ó en su defecto de las demás perso­
nar que marca la Ley), cuya inapelable
negativa impide que pueda llevarse á efec­
to. Hasta esta edad tiene el padre absoluto
dominio sobre las personas de sus hijos, y
la suficiente autoridad para que no puedan
casarse sin qu� él consienta voluntaria­
mente en su enlace. Pero los hijos mayo­
res de 25 años y las hijas mayores de 20,
solo están obligados á pedir á sus padres el
consejo, cuya denegación no puede produ­
cir mas efecto que el de dilatar por tr es
meses el matrimonio á que no ha sido fa­
vorable, dilacion verdaderamente de dudo-
/
sa conveniencia y utilidad.
Muy notable es la diferencia que existe
entre el consentimiento y el consejo pater­
no. Sin aquel no puede efectuarse el matri­
monio; y cuando este le es contrario solo
puede dilatar por tres meses su celehracion.
Segun esto es innegable tamhien la incom­
parablemente mayor importancia que el
consentimiento tiene sobre el consejo.
Ahora bien; relacionando esto con la
cuestion presente, ¿habrá quien quiera su­
poner que la Ley haya querido rodear de
mas solemnidades y garantías de acierto y
de verdad el acto de pedir el consejo que
el de obtener el consentimiento paterne?
¿Y será lícito creer que el párroco que me­
rece á la Ley la suficiente confianza para
atestiguar que un padre ha consentido en el
matrimonio de un hijo que absolutamente
podia impedir, no la merezca cuando haya
de dar fe de que este padre ha dado á su
hijo el consentimiento favorable á la cele­
bracion de un matrimonio, que solo puede
con su negativa dilatar un corto espacio de
tiempo? Semejante in terpretacion no po­
dríamos menos de calificarla de falsa é ilegí­
ma, pues con ella se dá un sentido absurdo
á una Ley que lo tiene muy racional.
Acaso se did por alguno: ¿pues que el
consejo que ha de dar el padre, si es contra­
rio al matrimonio, tiene mayor importan­
cia que el consentimiento, para en este
caso háber de acreditarse con unas solem­
nidades que nunca han de concurrir en la
obtencion de dicho consentimiento? No es
mas importante, contestaremos, y esta es
la razon de exigirse mas solemnidades.
Cuando se presente á un párroco, con la
pretension de contraer matrimonio, un me­
nor que segun la presente Ley necesite el
consentimiento de su padre, y este no lo
presta, el párroco cumple con su obligación
no casándolo; pero el menor está en el
caso de necesitar solo el consejo, y no lo
ohtiene, el párroco cumpliendo tambien con
su obligacion puede y debe casarlo cuando
hayan trascurrido tres meses desde la pe­
ticion del consejo denegado. Y como el dia
que empiezan á contarse estos tres meses si
que importa mucho que conste de la manera
mas cierta y evidente posible para que no
haya lugar á fraude, y la ley tenga debido
cumplimiento, ha querido esta que se haga
constar de un modo auténtico y con la in­
tervencion, ó de los.depositarios de la fe
pública, ó de los que se hallan revestidos
del carácter de autoridad judicial.
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Si del exámen de la totalidad de la Ley
y de su objeto dominante hemos deducido
lógica y necesariamente la verdad de la opi­
nion que dejamos sentada, vemos tambien
corroborada esta misma opinion en su ya
'Citado art. U>, origen de la duda que mo­
tiva estas líneas, y que creemos ya comple­
tamente desvanecida. En él se establecen
las fórmulas y solemnidades que han de
concurrir en la petición del consejo, inme­
diatamente despues de haber marcado los
efectos de la denegacion de este, efectos que
son, como nos parece haber demostrado, la
causa racional de la disposición subsiguiente,
cuya natural y verdadera inteligencia, que
ya llevamos espuesta, es: Que solo habrá de
acreditarse la peticion del consejo por decla­
racio« de la persona que ha de prestarlo,
ante notario público ó eclesiástico.. ó ante I
el Juez de Paz, cuando el espresado consejo
no es favorable al matrimonio.
Mucho nos complacería que estas breves
y sencillas reflexiones llenaran el principal
objeto á que van dirigidas, cual es evitar que
personas dignísimas bajo todos conceptos,
y encargadas de desempeñar una sublime
mision en la sociedad • den lugar interpre­
tando torcidamente la Ley de que nos veni­
mos ocupando á que pueda dudarse de su
nunca desmentida ilustracion, que con tanto
gusto nos vemos obligados á reconocer.
F. Galan y Sancho.
Insertamos con gusto el siguiente
dictámen que nos hafacilitado un com­
pañero de Colegio, tanto por el inte­
rés de la cuestion que ventila como
por la reconocida ilustracion de las
personas que le suscriben.
Dice aSÍ:
CUESTION.
Un abogado liquidó sus honorarios, y el
cliente se obligó á pagarle parte de estos hono­
rarios en tres plazos; y respecto á la cantidad
restante otorgó aquel condona á favor del
deudor, pero solo á condicion de que este ha­
bia de cumplir con toda puntualidad lo pactado
y que únicamente y no mas, que para el caso
en que puntualmente lo cumpliese, otorgarle
dicha condona. El deudor pagó el primer plazo;
mas habiendo hecho oesion de bienes no pudo
satisfacer el segundo. He aquí la cuestion: no
habiendo cumplido el deudor con lo espresa­
mente pactado, ni tampoco el concurso de
acreedores, l tendrá éste derecho á la mencio­
nada condona que dicho está que solo fué
otorgada condicionalmente, y cuando asi el
concursado como el mismo concurso han dejado
de cumplir la condicion con que al primero se
le otorgara?
De ninguna manera, y la razon es muy
obvia.
Aqui hay un verdadero contrato bilateral,
y bien sabido es que en contratos de esta clase
no cumpliendo el uno por su parte, no adquiere
ningun derecho á aquello á que el otro con­
trayente se le obligara, como que este puede
reclamar la rescision (ley B, tit. 6, Part. 5.a).
Además, en materia de contratos, es
fuerza cumplir religiosamente lo estipulado y
pactado: asi es que si uno pactó hacer una
cosa, y otro á' su vez se obligó á darle ó ha­
cerle otra, pero con la precisa condíoion de
que el primero había de cumplir con toda
exactitud y puntualidad Jo que entre ambos se
pactara, claro está que mientras no tenga efecto
dicha condicion, esto es, mientras aquel no
cumpla puntual y exactamente lo por él pao­
tado á favor del otre , no puede exlgírsele á
manumitir un esclavo que ha muerto, 6 casarse
con muger que murió 6 que hubiese ya ca­
sado con otro. Y por cierto que en el caso
que al presente nos ocupa, no media tal
imposibilidad. Por qué? Porque desde el mo­
mento en que tuvo lugar la cesíon, desapareció
la personalidad del concursado y· surji6 ipso
facto la del concurso respecto á todos sus
bienes, derechos y acciones, y de consiguiente
el concurso, y no el concursado, es quien
tenia la obligacion de cumplir las condiciones
pactadas por este en el caso en cuestiono Y claro
está que al concurso le fué muy posible y hasta
sumamente fácil cumplir dichas condiciones,
y si no lo hizo, culpa suya es: él disponia de
los cuantiosos bienes del concursado, y siendo
asi mal puede alegar imposibilidad, pues seria
alegar un hecho enteramente falso amen de que
es muy impertinente de suyo.
.
En suma, pues: la pretension del concurso
á la condona condicional de que se trata, e�
notoriamente ilegal, y abiertamente contraria
á la jurisprudencía establecida por el Tribunal
supremo y al mismo tiempo muy temeraria de
suyo. En ley y en justicia debe ser rechazada
condenando al concurso en todas las costas del
litigio. Madrid 1 Junio de 1862.::::::L. Cristobal
Campoy Navarro.-D. Pedro Gomez de la
Serna.
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este el que dé 6 haga ]0 que en dicho contrato
se obligó condicionalmente á hacerle 6 darle.
Es doctrina legal, hoy de todo punto incon­
trovertible y muy corriente, el que debe cum­
plirse todo aquello á que uno se obligó y en
términos idénticos á los en que se obligara.
Allégase á todo esto que dejamos indicado
el que la ley 12, tít. 11, Part. B. a prescriben,
que en contratos condícíonales no cumpliéndose
la condicion 6 condiciones, el contrato queda
enteramente ineficaz y nulo. Y allégase tam­
bien una decision del Tribual supremo (Recurso
de casacion de 10 de Noviembre de 1860) cuya
decision así sienta la doctrina de que los efec­
tos 6 sea la validez de un contrato oondícíonal,
dependen enteramente del cumplimiento de sus
.oondiciones.
y por otra parte, ni hay ley ni tampoco
Íurisprudencla alguna que ordene, que el ha­
ber hecho cesion de bienes sea un moti vo para
considerar cumplidas por el quebrado ó con­
cursado las condiciones de los contratos que él
hubiese atorgado de antemano, cuando en
verdad faltó á su cumplimiento.
En manera alguna cabe aplicar al caso de
que se trata las leyes 14, tit. 4, Y 22 tit 9,
Part. 6.a Estas hablan de herencias y legados,
y es cosa muy sabida que la legislacion sobre
legados y herencias no es la de los contratos, y
que cada una de ellas tiene un objeto distinto y
una razon de ser muy diferente, y pues de estas
diferencias nace su recíproca inaplicabilidad, y
nace también la gran diversidad, ya que no
abierta contrariedad, de sus respecLivas dispo­
siciones. Así es, que no porque al tenor de Jas
leyes últimamente citadas debe prescindirse en
un todo de la condicion potestativa impuesta por
el testador al legatario ó heredero, cuando el
cumplimiento d� dicha condicion ha venido á ser
absolutamente imposible, hay que deducir que
acaece esto mismo respecto á todo contrato
condicional cuyas condiciones sea imposible
llevar á cabo.
y á propósito de esas leyes: la ímposlvilídad
de que hablan, es real y efectiva tal como
ESTUDIOS LEGISLATIVOS,
POR MR. GUSTAVO ROUSET.
(Continuacíon. )
«El principio director, dice Mr. Rossi, no
es otra cosa que la consecuencia bien circuns­
crita, claramente difinida de todas las conside­
raciones políticas y morales, que han servido
de guia allegislador; él, encierra el verdadero
espíritu de la ley; pero revelado por una forma
material y concreta que interesa conocer bien
y no perder de vista en sus aplicaciones posi-
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tivas.-Quitad los principios directores, y el
espíritu filosófico, el espíritu general de la ley,
quedará íntegro en la mente del legislador, ó
en las discusiones que hayan precedido á Ia
ley; muy pronto los jurísconsultos y los magis­
trados la perderán de vista, y la ciega rutina
ejercerá de nuevo su imperio absoluto sob�e los
administrados. »
Precisadlas pues en una forma clara y evi­
dente, y todo se iluminará á la claridad de los
rayos superiores que se concentrarán por ellos,
en los focos intermediarios.c-Qus el legislador
las formule en frases breves y proberviales si
es posible y la tradiccion como la ciencia, se
enriquezerán con máximas fecundas, que se­
gun la pintoresca espresion de F. Bacon se
convertirán en el lastre, del derecho, Si rra
juris, y servirán de brújula para su aplicacion,
ut ecus, indicat nautica polos. No serán leyes;
pero. serán el eslabon sagrado que les unirá á
la razon suprema de la justícía.
Hacer la historia de la ley.-determinar su
objeto y Sus principios y por esta doble via
poner al alcance de todas las inteligenoias el
sentido íntimo y completo de todas sus dispo­
siciones esto es indicar en cuatro líneas la ím­
portancia y el programa de una esposicion ra­
cional de los motivos.
67.-0bra dificil y delicada.-Esta es la
ocasion de preguntarse á quién debe ser con­
fiada su egecucion.
Es al mismo legislador? No le basta esta­
blecer buenas leyes sin tener necesidad de ocu­
parse �n hacer su apologia ó de dar su esplí­
cacion?-No seria esto por su parte usurpar el
dominio de Ia doctrina y arrogarse el papel de
comentador. ¿cuál seria, en este caso, la auto­
ridad de su palabra?
Convengamos desde luego en que no se po ...
dría jamás conocer demasiado bien el verdade­
ro espíritu de la ley y que sí existe en el mun­
do una intelígenoía que bajo este punto de vis­
ta pueda satisfacernos plenamente, es sin duda,
la que lo ha concebido, elaborado, propuesto
y votado, en una palabra, el legislador.-
Quién mejor que él, en efecto, estaria en posi­
cion de revelar las razones que Ia han inspira­
do, de decir lo que ha querido, por qué y cómo
lo ha querido, en que le ha parecido justo t
útil, mandar ó prohibir tal ó cual acto?
Seria esto hacer la apología de la ley, co­
mentarla y usuparla el terreno de la doctrina.
¿Podría la doctrina en este punto suplir sus
justificaoiones? No se espondria á perderse en
tan alta empresa, y no desnaturalizarIa con de­
ma siada frecuencia la idea que quisiera esplí­
car. ¿Quién lo duda? ,La objeoion no podria
ser formal; no nos detendremos en esto.
Que seria, sin embargo, preferible, 'rendir la
palabra de la ley, de tal modo clara, de tal mo­
do limpia que cada cual pudiese comprender
á primera vista la significacion y la estension;
esto es incontestable; pero este ideal de la legis­
lacion es permitido al hombre esperarle? La
imperfeccion es la ley de nuestra naturaleza,
no exijamos pues del legislador lo que no pue­
da darnos.-Su leyes oscura; hay necesidad
para comprenderla de conocer su razon y su
objeto, no rechacemos pues al que la ha hecho,
él solo puede decírnoslo. Vería él en esto algun
inconveniente? Ninguno; mientras tanto, aña­
den, que las esposiciones de los motivos, na
tenga para ellos nad( de obligatorio.
68.-No existe dificultad, sobre este punto;
estamos de acuerdo.
Los motivos de las leyes no son la ley y la
ley sola es obligatoria. Sirven para esplicarla,
pero no la reemplazan: esto se desprende de
la misma naturaleza de las cosas.
Ellos tendrán y no tendrán mas que una
autoridad puramente doctrinal, análoga, por
ejemplo, á las de las circulares de los ministe­
rios.
Se puede pues aceptar sin temor con estas
condiciones, la esposicion de los motivos y de
lOS principios reasumida por ellegislador.
Que sean formuladas por él, á manera de
sentencias, de párrafossueltos y numerados; co­
mo los articulos de las leyes para facilitar su
estudio y sus investigaciones, no vemos en ello
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ningun inconvsniente; pero rehusémoles obs­
tinadamente, cualquiera que su forma sea, la
autoridad legal que solo pertenece á las leyes,
y su introduccion en los Códigos, en los que
solo estos deben encontrar sitio, y habremos
de este modo, mejor que Bentham, hecho la
parte del doble papel que su autor tendria que
llenar sucesivamente con este objeto.
69.- Brevemente; para concluir sobre
este punto. Estractos de los trabajos prepara­
todos y de la discusion de las leyes, la esposi­
cion de los motivos deberia tanto como fuera
posible componerse de tres partes dispuestas
en el órden siguiente:
1. o La parte histórica en la que se relata-
rían las causas y circunstancias políticas que
han hecho la ley necesaria ó útil.
Esto seria, segun la feliz espresion de Cujas
el anzuelo de oro, que permitiria pescar cada
una de sus prescripciones.
2. o La parte jurídica ó dogmática en la
que se establecerá la constitucionalidad del
objeto y de los medios de la ley, asi como los
principios de justicia y de derecho sobre los
cuales se funda.
2.0 La parte analítica que se esplicará so-
bre la tendencia especial de las disposiciones de
la ley, bajo la relacion del objeto á que ellos
concurren. En es ta parte deberán encontrarse
las defaucumes legales de los términos en que
será muy conveniente no dejar la sígnificacion
dudosa.
Añadamos, concluyendo, que seria muy de
desear, que los principios ó reglas de dereeh»
práctico y de interpretacion judicial que se en­
contrarán formuladas en la segunda parte de
todas las esposioiones de motivos fueran reasu­
midas en párrafos distintos é independientes
de manera que pudiesen reunirse fácílmente
en un conj unto separado. Asi se formaría, po­
co á poco al lado mismo de los códigos, un
cuerpo de preceptos jurídicos que no sería la
parte menos preciosa de nuestro derecho nacio­
nal, y que podria encontrar fácilmente su sitio
en el plan de codifioacion que espondremos en
el capitulo 1.0 del título siguiente.
CAPITULO 2.0
De las definiciones legales.
70. En el órden de la esposicion de los proce­
dimientos tecnicos de la redaccion racional de las
leyes, la relacion de las reglas concernientes á las
definiciones legales de su letra, debe lógicamente
seguir á los que se refieren á la definicion de sua
motivos.
71. De la utilidad de las definiciones.-Refu­
tacion de la pulla definitio est puiculosa.
72. Reglas de método que deben seguirse
para la definicion de los términos de la ley. Dis­
tincion que debe hacerse entre las definiciones de
palabras y las definiciones de cosas. El legislador
debe limitarse á definir los términos que emplea;
y bajo este punto de vista existen aun límites,
porq efinirlo todo es imposible.
°
73. Indicaciones prácticas. La mas grande cir­
cunspeccion debe presidir al trabaj o de las defini­
ciones.-Ellegislador deberá tener en cuenta en
esta materia, del estado de Olas costumbres, de la
instruccion y del idioma.
74. De la utilidad de las defini ciones lega­
les. Será puramente doctrinial.-Obj eciones; re­
futacion.
75. Del modo de redactarlas.-Preferir [as
fórmulas impersonales: Se entiende po',. •.•.. Estan
comprendidos en ..•..
76. De la introduccion de las definiciones en
el cuerpo de las leyes.-Peligr oS.-Su lugar na­
tural es en la esposicion de los motivos. Se podrá
del mismo modo reunirlos y clasificarlos por órden
alfabético, de manera que se formará su dicciona­
rio legal.
70. Indicando desde la introduccion de la
segunda parte de este estudio ,(n.o 9)
°
cuáles
eran las cualidades deseables del estilo legisla­
tivo y las reglas generales de redaccíon mas
propias para realizarlos, decíamos.
Para pensar las leyes, se necesita genio;
para formularlas, se necesita arte; pero para
trasmitir á los demás el pensamiento del legis­
lador necesiLa el arte de palabras comprensi­
bles, y precisábamos de la manera siguiente los
principios generales para la redaccion racional
de las leyes.
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,
1.0 La primer regla es que las leyes. sean
redactadas con sencillez en el idioma nacional.
2. ° Siendo por otra parte, la identidad de
la palabra y de la idea, una condicion esencial
de la claridad y de la fuerza de las leyes, la se­
gunda regla consiste:
1.0 En no emplear ningun .término, cuyo
sentido no se encuentre perfectamente definido.
2.° En emplear siempre los mismos térmi­
nos para esplicar la mism a idea.
5.° y en evitar el empleo de las mismas
palabras en distintas acepciones.
Despues de haber determínado el objeto, los
medíos y los principios de una ley, nada es en
efecto mas lógico, para proscribir la duda sobre
su sígníûcacion y su tendencia, que fijarbien el
valor de sus térmínos.-En el órden racional
de la esposícion de los procedimientos técnicos
de promulgacion, 'la índicaeíon de las reg1as
concernientes á la definicion de la letra de las
leyes, debía seguir necesariamente á los que se
refieren á la definicion ú esposicion de sus mo­
tivos.
Este capítulo tiene pues su razon de ser;
esperamos que tendrá su utílídad .-La cues­
tion de las definiciones legales está lejos aun
de haber recibido una so lucian satisfactoria.
Diversas opiniones se han manifestado vi­
vamente sobre este como sobre los demás pun­
tos y persisten en sus posiciones. Importa en
su consecuencia examinar las objeciones y las
dificultades que levantan, y sin entrar con este
objeto en demasiados detalIes, decir una pala­
bra sobre cada una de ellas.
, 71. Utilidad de las definfciones.-En pri­
mera linea se presentan com o adversarios las
opiniones armadas de la pérfida objeción Omnis
definitio est perieulosa.
Las definiciones son peligrosas; las malas,
sí, pero las buenas? la obj ecíon es demasiado
absoluta.
No son precisamente las definiciones las
que son peligrosas; lo que es peligroso esplura­
lidad de las definiciones, ó mas bien, la ausen­
cia de toda definicion legal que dejando á cada
uno la libertad de esplicar á su antojo la letra
de la ley, en libertad al espíritu á la anarquía
judicial del tot capita tot sensus de los patri­
cios.
Mal pro fundo que ya hemos señalado como
una de las causas del desórden de nuestra le­
gislacion (núm. 20, 25), vicio funesto que no
se podrá conjurar sino por Ia fíjacion auténtica
del sentido jurídico de las espresiones de la ley.
-Es preciso definir cuando se quiere com­
prender.
72. Reglas de método. Antes de indicar
sobre este punto, reglas prácticas, es indispen­
sable que nos espliquemos sobre la estensíon y
la signiûcacion que debemos dar á la palabra
misma definicz"on y señalar bien desde luego en
este punto, que la legislacíon, no teniendo por
objeto ni el conocimiento de la naturaleza or­
gánica ó física de los cuerpos y de los seres ni
de sus fenómenos, no tendrá que ocuparse de
su desoripelon ó definicion científica, sino sola­
mente de los nombres que el uso le asignó, y
que por lo tanto no puede tratarse aquí mas
que de las definiciones de las palabras.
Definir en este sentido, es precisar el pen­
samiento de una espresion, es determinar el va­
lor exacto y convenir en la idea que despertará
en todas las inteligencias. La utilidad de estas
definiciones consiste pues en abreviar el diseur­
so permitiendo decir con una palabra, lo que
exigiría muchas veces una [rase.
El ideal de esta materia séria, fácilmente
se comprende, no emplear ningun término, cu­
ya significaeion no se hubiese fijado con claridad
anteriormente; pero semejante método es de
todo punto imposible.-En todas las cosas
existen limites. En efecto, un término para de­
finir, necesita de otro, la definicion de este
segundo un tercero, y siguiendo de este modo
se llegaría necesariamente á espresiones de las
cuales seria materialmente £mposible y hasta
peligroso dar una definicion.
.
Puesto que definirlo todo no es cosa posi­
ble, en qué punto es preciso detenerse?
Seria imprudente, por no decir otra cosa,
,
á actos ó hechos de los cuales Ia ley no tiene
que ocuparse, el legislador debe entonces aña­
dir á la espresion general que les comprende
una califioaoion distintiva bastante á preoisar
su significacion legal y á prevenir tambien su
empleo en las diferentes acepciones. (m." 70-II
párrafo 5.)
4. o Algunas veces el sentido claro y pre­
ciso que la lengua comun atribuye á una pala­
bra ha sido desfigurado por la ley ó por la ju­
risprudencía; en este oaso conviene evitar esta
palabra ó darle su verdadera significacion. y,
se correrá todavía el riesgo de tomarla sin apli­
cacion, de em plearla en las diferentes acepoio­
nes en contraposicion á las reglas generales
escritas baj o el núm. 70-JI pár. 5.
5. o Se trata de hechos ó de actos análogos
pero tales sin embargo, que las disposiciones
que les conciernan, exijan diferentes sanciones
y que el idioma ó causa de su analogia, les
aplique indistintamente muchos nombres (tales
son los actos que se llama-n calumnia, difama­
cion, ultrage, injuria, ctc.), ellegislador puede
aprovecharse de estas diversas denominaciones,
pero de manera que atribuya á cada uno un
-
sentido exacto y particular, á fin de que e
mismo término, sea siempre consaqrado á
espresar la misma idea (núm. 70, II pár. 2.0)
No multiplicaremos mas estas indicaciones
que no son despues de todo mas que los coro­
larios de un mismo y solo pensamiento. La
misma idea, las mismas palabras.-Desde lue­
go se comprende con qué oircunspeccion debe­
rá el legislador proceder en esta parte de su
obra. Que tome por guia la observacion y IaI
lógica, y no se arriesgue jamás en el dominio
de la teoría; pero sobre todo, que' no olvide
que se dirige á la inteligencia y á la libertad
del hombre y que debe, en consecuencia supo­
ner el sentido comun y respetar las costumbres.
(Se continuará)
Por todo lo no firmado, el Secretario de la redac
cion, Manuel Atard.
Editor responsable: D. JOSÉ.MARCO.
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querer trazar sobre esto reglas fijas é inmuta­
bles. Se reduce á una cuestion de hecho y de
apreciacion subordinada al estado de _ las co-
tumbres, de la instruccion y del idioma, solo al
legislador corresponde ver sf, respecto al uso
y al sentido general, la definicion de las pala­
bras que emplea es necesaria, si hay que temer
ó no, por ejemplo, que la estension ó la limí­
tacíon faoultativa de la idea que espresan, sea
capaz de hacer desviar la ley de su objeto ó ha­
cer sq.aplicacion menos útil ó mas difícil.
75. Qualquiera que sea,y bajo todas estas
reservas, se nos permitirá, sin embargo, indicar
aqui algunas de las consecuencias prácticas de
las reglas que se han recordado à la cabeza de'
este capitulo. Desde luego es á Mr. Rossi, á
quien estos estudios las toman generali zán­
dolas.
1. o Cuando despues de haber reconocido
que un acto ó un hecho reune los caracteres
que, bajo el punto de vista moral y político se
pueden justificar la imperacion y laproMbidon
se le quiere designar en una disposioíon legal,
es preciso investigar antes si ha recibido ó no
en el idioma un nombre propio, fijo, determi­
nado que le distinga de los demás.
Si este nombre existe, ellegislador debe apo­
derarse de él sin definicion.
2. o Si no existe, deberá llenar con el pú­
blico ei oficio de nomenclator y hacer el neo­
legista.
En este caso no basta solo el nombre; es
preciso definir el hecho ó acto que se tiene á
la vista y al que se quiere dar un nombre; de'
modo que no se deje ninguna duda sobre su
objeto, sus condiciones, sus circunstancias y'
sus medios. A este efecto, en lugar de produ­
cir la definicion bajo formas abstractas, seria
mejor hacer la descripcion del acto, sacándola,
tanto como fuese posible, de los hechos físicos
que le constituyen ó de los resultados que co­
munmente está llamado á realizar, ó de los
modos con que se distinguen sus variaciones.
3. o Si el acto ó el hecho está designado
con un nombre que se aplica al mismo tiempo
